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MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

19579 REAL DECRETO 1658/1998, de 24 de julio,
por el que se regula el convenio especial en
materia de asistencia sanitaria en el Régimen
General de la Seguridad Social en favor de
los españoles residentes en territorio nacional
que ostenten la condición de funcionarios o
empleados de Organizaciones internacionales
intergubernamentales.

Los españoles que ostentan la condición de emplea-
dos o funcionarios de Organizaciones internacionales
intergubernamentales residentes en España, fueron
incluidos en el campo de aplicación del Régimen General
de la Seguridad Social mediante el Real Decreto
2805/1979, de 7 de diciembre, que, si bien se refiere
inicialmente sólo a los funcionarios y empleados espa-
ñoles de dichas Organizaciones no residentes en terri-
torio nacional, fue modificado, a tal fin, por los Reales
Decretos 1975/1982, de 24 de julio, y 317/1985, de 6
de febrero.

No obstante, y de acuerdo con lo establecido en el
citado Real Decreto 2805/1979, de 7 de diciembre,
la inclusión en el sistema de la Seguridad Social está
limitada a las contingencias de jubilación, incapacidad
permanente y muerte y supervivencia, quedando los inte-
resados desprotegidos respecto de la asistencia sani-
taria.

Tal circunstancia resulta contradictoria con la actual
tendencia a la universalidad de la protección frente a
la contingencia de asistencia sanitaria y no se corres-
ponde con los criterios seguidos con respecto a otros
colectivos que se encuentran en análoga situación, para
los que sí está regulado el acceso a dicha contingencia.

Se hace necesario, por ello, resolver dicha situación
de desprotección ampliando, mediante el presente Real
Decreto, el ámbito de cobertura previsto en el Real Decre-
to 2805/1979, de 7 de diciembre, si bien circunscri-
biendo la ampliación a los funcionarios o empleados
españoles de las Organizaciones internacionales inter-
gubernamentales residentes en España.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales, de acuerdo con el Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 24 de julio de 1998,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de cobertura.

1. Los españoles residentes en territorio nacional
que ostenten la condición de empleados o funcionarios
de Organismos internacionales intergubernamentales
con sede, oficina de representación o delegación en
España, y no tengan derecho a la asistencia sanitaria,
con carácter obligatorio, en cualquier Régimen del sis-
tema de la Seguridad Social, serán considerados en situa-
ción asimilada a la de alta, respecto a la asistencia sani-
taria por enfermedad común, accidente no laboral y
maternidad, mediante la suscripción del oportuno con-
venio especial.

2. La condición de funcionario o empleado de Orga-
nismo internacional intergubernamental se acreditará
mediante certificación expedida por el correspondiente
Organismo, refrendada por el Ministerio de Asuntos
Exteriores.

Artículo 2. Contenido de la protección.

Las prestaciones de asistencia sanitaria se otorgarán,
tanto para el interesado como para sus familiares, en
las condiciones y con la amplitud establecida para las
mismas, por causa de enfermedad común, maternidad
o accidente no laboral, en el Régimen General de la
Seguridad Social.

Artículo 3. Efectos del convenio y cotización.

1. El convenio especial, a que se refiere el presente
Real Decreto, habrá de suscribirse con la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social y surtirá efectos desde la fecha
de suscripción.

2. Quienes suscriban el convenio especial vendrán
obligados a abonar la cuota mensual que para cada ejer-
cicio se fije por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les.

3. El pago de la cuota se efectuará por mensua-
lidades vencidas, dentro del mes natural siguiente al res-
pectivo período de liquidación.

Artículo 4. Causas de extinción del convenio especial.

El convenio, a que se refiere el presente Real Decreto,
se extinguirá por cualquiera de las siguientes causas:

1. Por falta de abono de las cuotas correspondientes
a tres mensualidades exigibles.

2. Por pasar el interesado a tener derecho a la asis-
tencia sanitaria, con carácter obligatorio, en cualquier
régimen del sistema de la Seguridad Social.

3. Por fallecimiento del interesado.
4. Por decisión voluntaria del interesado debida-

mente comunicada. En este caso, la extinción tendrá
lugar a partir del día 1 del mes siguiente al de la fecha
de la comunicación escrita.

Disposición adicional única. Cotización durante el
año 1998.

La cuota a que se refiere el artículo 3.2 será, durante
el año 1998, de 11.553 pesetas mensuales.

Disposición final primera. Facultades de aplicación.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales dictará las
disposiciones necesarias para la aplicación y desarrollo
de lo dispuesto en el presente Real Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Palma de Mallorca a 24 de julio de 1998.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

JAVIER ARENAS BOCANEGRA

19580 REAL DECRETO 1659/1998, de 24 de julio,
por el que se desarrolla el artículo 8, apartado
5, de la Ley del Estatuto de los Trabajadores
en materia de información al trabajador sobre
los elementos esenciales del contrato de tra-
bajo.

El artículo 8, apartado 5, de la Ley del Estatuto de
los Trabajadores, texto refundido aprobado por el Real
Decreto legislativo 1/1995, de 24 de marzo, establece



BOE núm. 192 Miércoles 12 agosto 1998 27513

que cuando la relación laboral sea de duración superior
a cuatro semanas el empresario deberá informar por
escrito al trabajador sobre los elementos esenciales del
contrato y las principales condiciones de ejecución de
la prestación laboral, siempre que tales elementos y con-
diciones no figuren en el contrato de trabajo formalizado
por escrito.

Este precepto, cuya redacción procede de las modi-
ficaciones introducidas en el Estatuto de los Trabajadores
por la Ley 11/1994, de 19 de mayo, incorporó en su
momento al Derecho español la Directiva del Consejo
91/533/CEE, de 14 de octubre, relativa a la obligación
del empresario de informar al trabajador acerca de las
condiciones aplicables al contrato de trabajo o a la rela-
ción laboral.

El mismo precepto dispone que reglamentariamente
se establecerán los términos y plazos en que el empre-
sario deberá informar al trabajador, lo que constituye
el objeto del presente Real Decreto. De esta forma se
posibilita una mejor información al trabajador sobre los
derechos y obligaciones asumidos en el contrato de tra-
bajo, a la vez que se introduce una mayor claridad en
el desarrollo de la relación laboral.

En su virtud, de conformidad con el artículo 8, apar-
tado 5, de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, a
propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,
consultadas las organizaciones empresariales y sindica-
les más representativas, de acuerdo con el Consejo de
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros
en su reunión del día 24 de julio de 1998,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. La información sobre los elementos esenciales
del contrato de trabajo y las principales condiciones de
ejecución de la prestación laboral que el empresario debe
facilitar al trabajador de conformidad con lo previsto en
el artículo 8, apartado 5, del texto refundido de la Ley
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real
Decreto legislativo 1/1995, de 24 de marzo, se ajustará
a los términos y plazos establecidos en el presente Real
Decreto.

2. Lo previsto en el presente Real Decreto será de
aplicación a las relaciones laborales reguladas por la Ley
del Estatuto de los Trabajadores cuya duración sea supe-
rior a cuatro semanas, con exclusión de las relaciones
laborales especiales del servicio del hogar familiar, y de
los penados en las instituciones penitenciarias.

Artículo 2. Información general.

1. En las relaciones laborales incluidas en el ámbito
de aplicación del presente Real Decreto, el empresario
deberá informar por escrito al trabajador sobre los ele-
mentos esenciales del contrato de trabajo y las prin-
cipales condiciones de ejecución de la prestación laboral.

Tal obligación se entenderá cumplida cuando tales
elementos y condiciones figuren ya en el contrato de
trabajo formalizado por escrito que obre en poder del
trabajador. Cuando el contrato de trabajo formalizado
por escrito contenga solo parcialmente la información
relativa a los citados elementos y condiciones, el empre-
sario deberá facilitar por escrito al trabajador la infor-
mación restante, en los términos y plazos establecidos
en el presente Real Decreto.

2. La información a que se refiere el apartado ante-
rior incluirá, al menos, los siguientes extremos:

a) La identidad de las partes del contrato de trabajo.
b) La fecha de comienzo de la relación laboral y,

en caso de que se trate de una relación laboral temporal,
la duración previsible de la misma.

c) El domicilio social de la empresa o, en su caso,
el domicilio del empresario y el centro de trabajo donde
el trabajador preste sus servicios habitualmente. Cuando
el trabajador preste sus servicios de forma habitual en
diferentes centros de trabajo o en centros de trabajo
móviles o itinerantes se harán constar estas circunstan-
cias.

d) La categoría o el grupo profesional del puesto
de trabajo que desempeñe el trabajador o la caracte-
rización o la descripción resumida del mismo, en tér-
minos que permitan conocer con suficiente precisión
el contenido específico del trabajo.

e) La cuantía del salario base inicial y de los com-
plementos salariales, así como la periodicidad de su
pago.

f) La duración y la distribución de la jornada ordi-
naria de trabajo.

g) La duración de las vacaciones y, en su caso, las
modalidades de atribución y de determinación de dichas
vacaciones.

h) Los plazos de preaviso que, en su caso, estén
obligados a respetar el empresario y el trabajador en
el supuesto de extinción del contrato o, si no es posible
facilitar este dato en el momento de la entrega de la
información, las modalidades de determinación de
dichos plazos de preaviso.

i) El convenio colectivo aplicable a la relación labo-
ral, precisando los datos concretos que permitan su
identificación.

3. La información sobre los extremos a que se refie-
ren los párrafos e), f), g) y h) del apartado anterior podrá
derivarse de una referencia a las disposiciones legales
o reglamentarias o a los convenios colectivos de apli-
cación que regulen dichos extremos, siempre que tal
referencia sea precisa y concreta para permitir al tra-
bajador el acceso a la información correspondiente.

Artículo 3. Información adicional en los supuestos de
prestación de servicios en el extranjero.

1. Cuando un trabajador tenga que prestar normal-
mente sus servicios en el extranjero la información a
que se refiere el artículo 2 de este Real Decreto deberá
ser completada con los siguientes extremos:

a) La duración del trabajo que vaya a prestarse en
el extranjero.

b) La moneda en que se pagará el salario.
c) Las retribuciones en dinero o en especie, tales

como dietas, compensaciones por gastos o gastos de
viaje, y las ventajas vinculadas a la circunstancia de la
prestación de servicios en el extranjero.

d) En su caso, las condiciones de repatriación del
trabajador.

2. La información sobre los extremos a que se refie-
ren los párrafos b) y c) del apartado anterior podrá deri-
varse de una referencia a las disposiciones legales o
reglamentarias o a los convenios colectivos de aplicación
que regulen dichos extremos, siempre que tal referencia
sea precisa y concreta para permitir al trabajador el acce-
so a la información correspondiente.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será
de aplicación en caso de que la duración del trabajo
en el extranjero no rebase las cuatro semanas.

Artículo 4. Información sobre la modificación de las
condiciones de la relación laboral.

El empresario deberá informar por escrito al traba-
jador sobre cualquier modificación de los elementos y
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condiciones a los que se refieren los artículos 2.2 y 3.1
del presente Real Decreto.

Dicha información por escrito no será necesaria cuan-
do, de acuerdo con los artículos 2.3 y 3.2 la información
se derive de una referencia a las disposiciones legales
o reglamentarias o a los convenios colectivos que sean
de aplicación y se produzca una modificación de los
mismos.

Artículo 5. Medios de información.

La información sobre los extremos a que se refieren
los artículos 2, 3 y 4 del presente Real Decreto deberá
facilitarse por el empresario al trabajador, cuando no
conste en el contrato de trabajo formalizado por escrito
que obre en poder de éste, a través de cualquiera de
estos medios:

a) Una declaración escrita firmada por el empresa-
rio, o

b) Uno o más documentos escritos siempre que
alguno de dichos documentos incluya al menos el con-
junto de los extremos a que se refieren los párrafos a),
b), c), d), e) y f) del artículo 2.2 del presente Real Decreto.

Artículo 6. Plazos de información.

1. La información general a que se refiere el artícu-
lo 2 deberá ser facilitada por el empresario al trabajador
en el plazo de dos meses a contar desde la fecha de
comienzo de la relación laboral.

2. La información adicional a que se refiere el ar-
tículo 3 deberá ser facilitada por el empresario al tra-
bajador antes de su partida al extranjero.

3. La información sobre las modificaciones a que
se refiere el artículo 4 deberá ser entregada por el empre-
sario al trabajador en el plazo de un mes a contar desde
la fecha en que la modificación sea efectiva.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados ante-
riores, si la relación laboral se extinguiera antes del trans-
curso de los plazos indicados, el empresario deberá faci-
litar la información al trabajador antes de la fecha de
extinción del contrato de trabajo.

Artículo 7. No afectación de otras disposiciones de la
Ley del Estatuto de los Trabajadores.

Lo dispuesto en el presente Real Decreto se entiende
sin perjuicio de las obligaciones en materia de forma-
lización por escrito del contrato de trabajo y de los dere-
chos de información de los representantes de los tra-
bajadores en materia de contratación establecidos en
el artículo 8 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,
así como del cumplimiento de las obligaciones, requisitos
y procedimientos establecidos en la Ley citada en mate-
ria de modificación del contrato de trabajo.

Del mismo modo, el cumplimiento de las obligaciones
establecidas en el Estatuto de los Trabajadores a que
se refiere el párrafo anterior no exime del deber de infor-
mar al trabajador sobre los elementos esenciales del
contrato de trabajo y las principales condiciones de eje-
cución de la prestación laboral en los términos y plazos
establecidos en el presente Real Decreto.

Disposición transitoria única. Información sobre las
relaciones laborales en vigor.

En las relaciones laborales incluidas en el ámbito de
aplicación del presente Real Decreto, vigentes en la fecha
de su entrada en vigor, el empresario deberá facilitar
al trabajador que lo solicite, en el plazo de dos meses
a partir de la recepción de la solicitud, la información

a que se refiere el presente Real Decreto, siempre que
la misma no obrara ya en poder del trabajador.

Disposición final única. Facultades de aplicación y
desarrollo y entrada en vigor.

Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la
aplicación y desarrollo de lo dispuesto en el presente
Real Decreto, que entrará en vigor a los veinte días de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Palma de Mallorca a 24 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

JAVIER ARENAS BOCANEGRA

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE MADRID

19581 LEY 1/1998, de 2 de marzo, de Fundaciones
de la Comunidad de Madrid.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado
la presente Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1

La Ley Orgánica 10/1994, de 24 de marzo, de Refor-
ma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de
Madrid, atribuyó a ésta la plenitud de la función legis-
lativa en materia de fundaciones que desarrollasen prin-
cipalmente sus funciones en la Comunidad Autónoma.
Dicha competencia, tras la citada reforma, se contempla
en el artículo 26, apartado 24, de la Ley Orgánica
3/1983, de 25 de febrero, de su Estatuto de Autonomía.

Con posterioridad a la asunción de esta competencia
por la Comunidad de Madrid, se promulgó la Ley estatal
30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de
Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Acti-
vidades de Interés General, cuya disposición final pri-
mera, «Aplicación de la Ley», relaciona cuatro grupos
de preceptos de la misma de aplicación en todo el Estado,
al amparo del artículo 149.1.1.a, 6.a, 8.a y 14.a de la
Constitución.

Con estricto respeto a este marco constitucional, esta-
tutario y legal, la presente Ley pretende regular las fun-
daciones de competencia de la Comunidad de Madrid
con la finalidad de potenciar la creación de estas enti-
dades, su desarrollo y su adscripción al ámbito de la
misma, y por tanto, la consecución en su territorio de
los fines de interés general que constituyen el objeto
fundacional, la Comunidad de Madrid entiende que debe
estimularse la iniciativa privada en la realización de acti-
vidades de interés general, prestando apoyo y cobertura
al protagonismo que la sociedad reclama y ejerce a
través de una variada gama de entidades sin ánimo de
lucro, a cuyo efecto se flexibiliza, en los aspectos que
más adelante se relacionan, su régimen jurídico.


